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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y José Luis Blasina 
ASISTEN: Señor Representante Gonzalo Novales 


INVITADOS: Por el Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, señores Capitán Mercante Roberto 
García, Presidente; Piloto Mercante Mario Moledo, Secretario, e ingeniero Ambrosio May, 
vocal 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el agrado de recibir a una delegación del Colegio de Profesionales de 
la Marina Mercante integrada por el capitán mercante Roberto García, Presidente, el piloto mercante Mario 
Moledo, Secretario y el ingeniero Ambrosio May, Vocal. 


SEÑOR GARCÍA.- Antes de comenzar, vamos a entregar a la Comisión una copia de la presentación 
que vamos a hacer y la versión oficial del proyecto. 


(Así se procede.) 


——— El documento que entregamos es un resumen, lo más específico posible, sobre la inquietud que 
presentamos a la Comisión anteriormente en una nota que motivara el pedido de audiencia sobre un tema que 
nos preocupa desde hace muchos años. Me refiero a las disposiciones de seguridad social existentes con 
respecto al personal embarcado o gente de mar, como se especifica en el documento. 


Vamos a repasar un poco lo que figura en los antecedentes y fundamentos de este informe. Tenemos varios 
problemas que se arrastran desde hace mucho tiempo y no han sido considerados o solucionados. 


Allí decimos que la legislación nacional no se ha adecuado a la realidad de la índole especial que tiene la 
industria marítima, notándose aspectos preocupantes que indican un estancamiento y hasta un retroceso en 
las políticas sociales relativas a esa actividad. Si examinamos el ámbito de trabajo marítimo en el Uruguay 
vamos a encontrar que existe un desempleo y un subempleo generalizados y crónicos, una protección 
inadecuada e ineficiencias en el diálogo social. El déficit más evidente se observa en la ausencia de 
regímenes normativos nacionales efectivos resalto la palabra "efectivos" para las cuestiones relativas al 
trabajo marítimo. 


Según la Organización Internacional del Trabajo y la Organización Marítima Internacional, la gente de mar 
trabaja en un medio ambiente peligroso, lejos de su hogar y con una cantidad de problemas que no afectan a 
un trabajador normal en tierra, como ser situaciones de estrés muy preocupantes por la larga jornada de 
trabajo. Actualmente, cualquier barco tiene la mitad o menos de la tripulación que solían tener hace diez, 
quince o veinte años. Prácticamente hubo que regular, a nivel internacional, las jornadas de trabajo por los 
múltiples accidentes que se producían a causa de la fatiga del personal, que es un tema muy preocupante a 
nivel mundial. Entonces, las condiciones de labor en los buques significan un desgaste físico y mental del 
individuo y, por supuesto, eso implica riesgos en la salud y de accidentes, sin nombrar que muchas veces 
también se trabaja con productos peligrosos. 


Sin embargo, la legislación uruguaya hace pocos días estuve hablando con el Presidente del BPS no 
considera al trabajo marítimo como peligroso o de riesgo. Para la legislación uruguaya es un trabajo más. En 
el documento manifestamos que muchos países como, por ejemplo, Argentina, Brasil, España y Venezuela, 
desde hace muchos años cuentan con un sistema de protección social específico para sus marinos. La edad de 
jubilación de los marinos mercantes en esos países está fijada entre los cincuenta y tres y cincuenta y cinco 
años. Para poner un ejemplo cercano podemos decir que en Argentina la edad para jubilarse es de cincuenta y 
tres años y haber aportado durante veinticinco años. Esto no se hizo caprichosamente. Detrás de todo esto 
están las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo que hablan muy específicamente de 
que la jubilación del marino debe ser a los cincuenta y cinco años. Uruguay es país firmante de los Convenios 
de la OIT y, sin embargo, acá tenemos un problema. Voy a poner un ejemplo. Hasta mediados de la década 
del setenta en Uruguay existió una legislación que comprendía al personal embarcado, específicamente en 
máquinas y radiotelegrafistas, por la cual se bonificaba su tiempo computable de navegación, o sea que por 
cada dos años navegados se le computaban tres de trabajo. Esa disposición legal fue derogada a mediados de 
los años setenta y, desde el año 1985 hasta el día de hoy, varias organizaciones gremiales del ámbito 
marítimo han trabajado y han presentado proyectos para que se implementara nuevamente ese sistema que 
había sido derogado por un Gobierno ilegítimo, pero hasta ahora no ha existido la capacidad ni la voluntad 
para revertir estos hechos. 


En términos generales, un marino mercante, con todos los problemas que tiene el ejercicio de la profesión 
que ya hemos planteado, está comprendido dentro de una legislación que es la misma que para un empleado 
de tienda, un empleado público o un obrero que trabaja ocho horas por día, de lunes a viernes o de lunes a 


sábado este último, media jornada, y que no corre riesgo alguno. Pero hay más. Hay factores de desempleo y 
de subempleo que afectan el cumplimiento para alcanzar la edad mínima y el tiempo de aportes jubilatorios 
que impone la ley. 


Por imposición de los hechos y como primer punto debemos decir que las empresas del sector marítimo 
restringen notoriamente la edad de ingreso al mercado laboral, precisamente por esos problemas que hemos 
planteado. A mayor edad del personal hay requerimiento de las empresas aseguradoras de las agencias 
navieras que tienen que pagar más porque entienden que una persona con cierta edad significa sencillamente 
un riesgo y un gasto. Eso ocurre en el mundo y también en el Uruguay. Es más: en nuestro país es una 
situación que se está dando en las empresas públicas, específicamente en la ANP y en ANCAP. 


Hace un par de años se planteó una inscripción para capitanes de las dragas que trabajaban en el puerto y se 
establecía una edad mínima muy por debajo del tope que exige la ley de jubilaciones. 


Hay otro tema, si se quiere más grave, porque ya no se trata de un juego de situación de mercado sino de un 
problema de enfoque, de cómo se están moviendo los organismos del Estado con respecto al embarque de 
personal mercante. Hay organismos del Estado que transgreden las leyes nacionales e, inclusive, las 
internacionales a las cuales Uruguay ha adherido por la firma de convenios, permitiendo que personal que no 
estaría habilitado por esa legislación ocupe determinados puestos de trabajo, específicamente a bordo de 
buques de bandera nacional. Eso crea una norma discriminatoria, ilegal por supuesto, que fomenta una 
competencia desleal. Entonces, al marino profesional mercante, que vive de eso y nada más que de su 
trabajo, se le impone una determinada edad para jubilarse y un determinado tiempo de aportes y, por otro 
lado, el mismo Gobierno le quita esas posibilidades al no permitir que trabaje en los lugares que le 
correspondería por ley, habilitando a personas reitero que no están en condiciones de ocupar esos puestos. 
¿Qué ocurre? Esto trae como consecuencia un tema anexo, que es que muchos marinos, desplazados de su 
mercado nacional laboral, tengan que salir a trabajar al exterior, en barcos de banderas extranjeras muy 
diversas, pero evidentemente el 95% de ellos mantiene su radicación en el Uruguay, o sea que están 
aportando divisas al país. Sin embargo, no existe un sistema práctico para que esas personas puedan 
integrarse al sistema de seguridad social y, por supuesto, posteriormente jubilarse. Hace años que muchos 
países ya lo han solucionado, y de una forma muy sencilla. Ponemos dos ejemplos: Alemania y Venezuela 
pero hay más, que simplemente implementaron un sistema de aportes voluntarios, que nosotros lo incluimos 
en los artículos 3” y 4” del proyecto, inclusive ampliándolo no solamente al marino que esté trabajando en el 
exterior sino a cualquier persona que esté trabajando en tierra en una empresa extranjera que no tenga 
radicación en el Uruguay. Evidentemente, sería una ventaja no solamente para el beneficiario sino también 
para el BPS. Creo que, más o menos, están explicados los fundamentos el proyecto de ley está adjunto: fijar 
una edad mínima jubilatoria de cincuenta y cinco años y un tiempo mínimo de aporte para la jubilación de 
veinticinco años. Esto está referido específicamente a los marinos mercantes. De todas maneras, este sistema 
no llega a lo que se planteaba en la legislación anterior a la década del setenta porque antes, con veinte años 
de trabajo, se computaban treinta, y aquí estamos fijando un mínimo de veinticinco años de aportes para 
jubilarse. En los artículos 3* y 4* se define el sistema de aporte voluntario a la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Industria y Comercio. Este es el esquema de lo que estamos planteando. 


SEÑOR BLASINA.- La exposición me quedó clara, pero realizaré un comentario. 


Ustedes han mencionado que no se trata exclusivamente de un grupo de trabajadores que vive esta situación, 
sino que hay otros grupos que también la están atravesando. Estoy hablando de grupos de trabajadores que 
están afectados al trabajo de la marina mercante. Me refiero, por ejemplo, a los trabajadores de la pesca, a 
quienes hemos recibido hace no mucho tiempo en esta Comisión. De manera que, en términos generales y 
teniendo en cuenta las disposiciones de la OIT y demás, hemos recogido el tema. Se podría decir como 
primer comentario que las actividades que ustedes desarrollan, en cuanto a antecedentes en la legislación de 
seguridad social uruguaya, tal vez, deberían estar comprendidas dentro de lo que se llama una compensación 
de años, es decir que por tantos años trabajados se computa una cantidad mayor. Eso es lo que está vigente 
para sectores de trabajo insalubre en general. Inclusive, hay otros sectores que no necesariamente se pueden 
categorizar como trabajo insalubre, aunque lo sean desde el punto de vista del desgaste mental, como es el 
caso de los docentes, por ejemplo, los maestros. Digo esto porque, en general, cuando se aborda un problema 
de este tipo, en lo primero que se tiende a pensar es en esa categoría que se llama bonificación de años. Eso 
es lo que estuvimos analizando, sin que hubiera, hasta ahora, ninguna resolución puesto que este problema 
que nos plantearon los afectados a la pesca, como los que nos plantean ustedes, requieren iniciativa del Poder 


Ejecutivo. Eso ustedes lo saben, así como también que no existe, en función de ello, la prerrogativa en el 
Parlamento de presentar un proyecto de ley sobre temas respecto de los cuales tiene iniciativa el Poder 
Ejecutivo. De cualquier manera, eso no implica que la Comisión no se preocupe por los temas que le 
plantean. De hecho, ese otro planteo que recibimos hace cuestión de un mes y medio o dos lo trasladamos, 
como correspondía, al Ministerio de Trabajo de Seguridad Social, que es el que debe tomar una posición 
inicial sobre estos temas. Además, hay que tener en cuenta que a partir del 1” de enero se creó la Dirección 
Nacional de Seguridad Social. De manera que, sin perjuicio de las gestiones que la Comisión pueda realizar 
más allá de las que ya se están procesando ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no estaría de 
más que solicitaran una entrevista ante el Ministerio. Para ser prácticos: en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social hay un área específica de Trabajo, con el Ministro a la cabeza, y otra de Seguridad Social, 
atendida fundamentalmente por el doctor Jorge Bruni, Subsecretario de la Cartera. Creo que esto sería 
importante y daría más fuerza al tema, porque hay casos que se plantean y después se pierden en el tiempo 
esto tal vez es producto de la debilidad humana porque no tienen la fuerza de los que se plantean ante quien 
corresponde y, además, con cierta reiteración y con argumentos que los respalden, que ustedes los tienen. 
Que conste que estoy hablando a título personal. Como enfoque general, sin entrar en las características de 
este anteproyecto que están presentando en el día de hoy, quería hacer estos dos comentarios. Insisto: esto se 
ha visto como bonificación de años en otras actividades donde también están en riesgo cuestiones de 
seguridad, de salud, etcétera. Por otro lado, como la iniciativa corresponde al Poder Ejecutivo, 
independientemente de las decisiones que adopte después la Comisión al respecto, sería importante que 
ustedes tomaran contacto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, particularmente, con el doctor 
Jorge Bruni y con Roberto Baz, que es el Director de Seguridad Social desde el 1” de enero de este año. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero expresar que comparto las reflexiones del señor Diputado 
Blasina en el sentido de que, efectivamente, ese es el encuadre reglamentario y estatutario en cuanto a 
las posibilidades que la Comisión tiene, sin perjuicio de lo cual esta instancia no debe ser considerada 
irrelevante, sino todo lo contrario. Si bien estamos frente a un asunto que, es verdad, necesita iniciativa 
del Poder Ejecutivo, también es cierto que, en el marco de las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo, y por razones de especialidad, esta Comisión está en contacto estrecho y mantiene 
una relación institucional obvia con quienes son responsables en el ámbito de la Administración 
Central, precisamente de los aspectos vinculados a la seguridad social. Además, es de estilo hacer llegar 
la versión taquigráfica de lo que aquí se conversó y, en ese marco, ayuda mucho que ustedes hayan 
traído una propuesta articulada que nosotros, teóricamente hablando, podríamos tomar como nuestra 
en términos de una minuta de comunicación y elevarla al plenario, aunque seguramente eso sería más 
engorroso. De todas formas, el hecho de que ya esté aquí articulada y se haya presentado nos 
permitiría facilitar su conocimiento al Poder Ejecutivo, sin perjuicio de las gestiones que ustedes 
puedan encarar. 


Hemos recibido planteos similares del SUNTMA, el sindicato de la pesca, y digo similares, no iguales, 
porque, por más que estemos hablando de trabajadores del mar, seguramente hay algunas especificidades de 
cada uno de los grupos de actividad, pero presumo que en algún sentido podríamos estar frente a situaciones 
que marchen acollaradas. Después de la derogación de las causales especiales que operó la Ley N* 16.713, es 
notorio que han surgido situaciones como esta u otras de otras ramas de la actividad donde claramente las 
bonificaciones que anteriormente regían tenían razón de ser. Otras, de pronto, no lo tenían tanto. Tal vez se 
haya hecho tabla rasa en aquel momento. Creo que eso lo tenemos que asumir con sentido autocrítico, 
inclusive quienes en su momento respaldamos esa reforma de la seguridad social y la seguimos respaldando. 
Desde ese punto de vista, como además estamos en los umbrales de una revisión del sistema de seguridad 
social el Poder Ejecutivo ha anunciado la remisión de algunos proyectos al Parlamento, creo estamos en una 
instancia oportuna a los efectos de avanzar en estos planteos. 


Además de esta reflexión, quería hacer una pregunta concreta. Quisiera saber si ustedes tienen alguna 
estimación de cuántas personas son las que estarían, promedial o aproximadamente, involucradas en esta 
situación, es decir, a cuánta gente emplea la marina mercante, cuánto es el personal embarcado afectado a las 
tareas comerciales al día de hoy, a fin de tener una idea del universo. Obviamente, somos conscientes de que 
eso admite oscilaciones, pero si hubiera algún dato en ese sentido sería interesante conocerlo ya. 


SEÑOR GARCÍA.- Primero, voy a contestar al señor Diputado Blasina. 


Hace más de un mes hemos pedimos una entrevista al Ministro de Trabajo y Seguridad Social para plantear 
este y otros temas, y hasta ahora no hemos tenido ninguna respuesta. Anteriormente a eso, solicitamos, no 
solo por este tema sino también por otros, entrevistas con el señor Presidente de la República, y nos recibió el 
Secretario de la Presidencia, el doctor Toma, a quien se le hicieron planteos, y muy específicamente se habló 
de las irregularidades que se están presentando al permitirse, por parte de las autoridades competentes en la 
materia, que haya personal embarcado cuando no le correspondería por su categoría, su habilitación y sus 
titulaciones, que justamente es uno de los factores que provocan el desempleo y el subempleo. Eso se planteó 
al doctor Toma, quien nos dijo que se lo transmitiría al Presidente de la República. Esta entrevista se llevó a 
cabo hace, aproximadamente, dos meses y medio. O sea que los trámites legales los hemos cubierto todos, yo 
diría hasta en exceso. Eso sigue vigente y seguimos esperando la respuesta de Presidencia con respecto a 
nuestro planteo y la audiencia con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social 


De todas maneras, nuestra intención fue informar lo más ampliamente posible acerca de todos los temas el 
que estamos tratando es uno de ellos en virtud de que están todos interconectados. Estamos planteando, por 
ejemplo hemos venido a esta Cámara de Diputados y al Senado, la ley de colegiaturas profesionales, el 
problema de la seguridad social de los marinos, cuestión de muy larga data que aún no se ha resuelto. Por 
ejemplo, tenemos la opinión de autoridades del BPS que relativizan el carácter de riesgosa, peligrosa o 
insalubre la labor a bordo, opinión con la que no estamos de acuerdo y tampoco los organismos 
internacionales. Hay una serie de puntos que convergen en lo mismo: se trata de una actividad que está 
disgregada y desatendida, justamente por la disgregación que existe en varias áreas. Acá tienen que ver la 
ANP, la ANCAP, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y cuando 
el manejo de una actividad se reparte tanto, se termina por no hacer nada efectivo. Entonces, tenemos que 
dirigirnos a cada una de las Comisiones, a cada uno de los Ministerios, a cada uno de los Directorios, a 
plantear siempre los mismos temas y asuntos que a veces parece que no están relacionadas con el planteo en 
sí, con el planteo de fondo, pero lo hacemos para dar una idea de cómo está la situación. Por ejemplo, hemos 
propuesto que haya un organismo rector de la actividad marítima en general. Estas situaciones suceden 
justamente por no tener un sistema integrado de dirección del área marítima. No hay nadie que dirija, que 
rinda cuentas; hay que ir sector por sector y eso se complica, y vamos quedando atrás en lo que es la 
legislación marítima internacional. Al respecto, podemos ver ejemplos bien claros de la diferencia que hay 
con nuestros vecinos más inmediatos. 


Con relación a lo que preguntaba el señor Diputado Pablo Abdala debo señalar que es muy difícil hacer una 
estimación en cantidad, porque el área marítima se divide a nivel de los sindicatos. Uno es el SUTMA, que 
reúne a la parte del personal subalterno: marineros, personal subalterno de máquinas, etcétera. Entre ellos, se 
encuentra gente que se dedica a la pesca y la que está en remolcadores, dragas, barcazas, barcos de ultramar; 
en fin, es muy variado. Después tenemos el sector de oficiales de máquina y el de oficiales de cubierta; esos 
son sindicatos separados. El Colegio reúne a los profesionales de máquinas y cubierta con titulación de 
licenciados en sistemas náuticos, para hacer una aclaración de a quién representamos nosotros. Podemos 
hacer una estimación y decir que entre capitanes, jefes de máquinas, oficiales de cubierta y de máquinas 
estamos hablando de aproximadamente cuatrocientas personas, pero es muy difícil hacer un seguimiento 
cuando tenemos, como ya dije, un problema de desempleo y subempleo crónico que afecta por lo menos a un 
70% del personal involucrado, el que se tiene que dedicar a otra actividad que no es la suya específica o 
emigrar. 


Asimismo podemos calcular que entre el personal subalterno marineros, engrasadores, limpiadores, 
exceptuando la gente que pueda estar en el exterior navegando lo que es prácticamente imposible conocer 
ZXZX, en el ámbito nacional estamos hablando de aproximadamente mil doscientas personas. O sea que 
dentro de lo conocido o más o menos evaluado podemos llegar a un total de mil seiscientas o mil ochocientas 
personas. A eso, repito, hay que agregar esa área oscura que no conocemos de gente que se ha ido a navegar 
al exterior y que no está registrada en un sindicato específico; es un emigrante más de los miles que salen por 
año. Evidentemente, la persona que se va a navegar al exterior se desvincula del sindicato, eso es muy 
común, y por eso es muy difícil hacer una aproximación. Pero creo que los números están más o menos en 
esos parámetros. 


SEÑOR BLASINA.- Yo soslayé en la intervención anterior una pregunta, más allá de que creo conocer 
o intuir la respuesta. Cuando ustedes hablan de que hay personas que inclusive al participar en la tarea 
están generando situaciones de desempleo, ¿a qué personas en particular se refieren? ¿Hablan de 
personas aisladas o de grupos? 


SEÑOR GARCÍA.- No estamos hablando solamente de un problema de personas sino de un problema 
de autoridad marítima en general, porque, evidentemente, si se hicieran cumplir las reglamentaciones 
nacionales e internacionales no habría ningún inconveniente. Se han producido y se siguen 
produciendo irregularidades, y al respecto justamente pedimos una entrevista con el señor Ministro de 
Defensa Nacional. Se están ocupando cargos no sé por qué motivo; si se trata de un problema de 
connivencia personal o de instituciones, eso no me corresponde a mí, yo voy a los hechos que están 
planteados. ¿Por qué ocurre la investigación correspondiente? Podemos tener ideas al respecto y ya 
planteamos uno de estos temas en la Comisión de Defensa Nacional. Nosotros ponemos arriba de la 
mesa los hechos, lo que está pasando, pero la investigación respectiva tendrá que ir por otros carriles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión remitirá la versión taquigráfica de lo expresado aquí al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. De todas formas, el señor Diputado Blasina sugería realizar 
una reunión con el doctor Bruni y el señor Roberto Baz, porque todas estas cuestiones requieren 
iniciativa del Poder Ejecutivo. Nosotros podemos estar de acuerdo con el proyecto de ley que ustedes 
nos alcanzan pero no podemos tomarlo como nuestro porque implica movidas desde el punto de vista 
económico, y todo lo que tiene que ver con eso necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MAY.- Con relación a lo que el señor Presidente acaba de señalar, que anteriormente expresó 
el señor Diputado Blasina, creo que quedó claro que esas instancias las hemos comenzado desde hace 
algún tiempo. Me refiero a solicitudes de entrevistas y, como ha quedado demostrado, no hemos tenido 
éxito. De todos modos seguimos esperando, y creemos que como resultado de esta reunión podría ser 
un elemento muy favorable que la Comisión no sé cómo funciona interiormente, en virtud de las 
excelentes relaciones que mantiene con el Poder Ejecutivo como se ha manifestado aquí, pudiera dar 
un envión para que este intercambio que hemos solicitado se pudiese efectuar en el menor tiempo 
posible. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Entiendo que el planteo es muy atinado, y creo que sin ninguna duda 
nosotros podemos seguramente está en el ánimo de todos hacer algo más que enviar la versión 
taquigráfica. Es decir, no podemos legislar hasta tanto no convenzamos al Poder Ejecutivo de las 
bondades de esta propuesta como aquí se ha dicho, y este, a su vez, remita la iniciativa 
correspondiente. Pero en el marco de la relación institucional en este ámbito comparece con relativa 
frecuencia el doctor Bruni, quien además de Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, por su 
trayectoria en el Banco de Previsión Social ha oficiado en los hechos aunque más no sea de vocero del 
Poder Ejecutivo por lo menos en el ámbito de esta Comisión en temas relativos a la seguridad social. 
De manera también frecuente, aunque un poco menos, concurren autoridades del Banco de Previsión 
Social, y se ha expresado aquí lo anoté mentalmente una opinión negativa, o en todo caso no del todo 
coincidente, a algún nivel del BPS. Nosotros, por supuesto yo me propongo hacerlo como legislador 
podemos llegar a sondear, auscultar o en todo caso intercambiar ideas para ver en qué medida 
podemos avanzar desde ese punto de vista. Creo que son gestiones paralelas que ustedes 
irremediablemente también deberán realizar e insistir. Si hay una entrevista solicitada que no fue 
concedida exhortaría a que insistieran, sin perjuicio de lo cual esta misma instancia ayude a instalar el 
tema en la agenda o por lo menos a intentar hacerlo. 


Por lo tanto, desde ese punto de vista me parece que este tema, junto con otros que tenemos pendientes de 
discusión con el Poder Ejecutivo, podemos incorporarlo a la agenda para cuando las autoridades 
correspondientes comparezcan ante la Comisión. 


SEÑOR BLASINA.- No sé si se comentó en el transcurso de la reunión, pero vale la pena que ustedes 
sepan que desde hace algunos meses estamos en un proceso de estudio de posibles modificaciones al 
sistema de seguridad social actualmente existente. Digo esto sumándome a lo que acaba de manifestar 
el Diputado Pablo Abdala acerca de que la Comisión perfectamente puede recomendar al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social que ustedes sean recibidos a la brevedad. Tal vez el problema de ustedes, 
que como han dicho no termina en la situación que viven sino que va más allá, pueda ser considerado 
en ese manojo de ideas por ahora son eso: ideas, iniciativas, alguna de las cuales inclusive están a punto 
de ingresar al Parlamento con la carátula de proyecto de ley. Reitero que algunas iniciativas están a 
punto de ingresar y de adquirir estado parlamentario. 


En función de lo que han dicho y de los aspectos que fueron dejados de lado y no se reactualizaron, creo que 
el tema de las bonificaciones merece una consideración de carácter global que debe incluirse en la agenda a 
estudio, surgidos de un intercambio que insumió casi un año. No recuerdo en este momento será cuestión de 
verificarlo si las bonificaciones esa es la carátula, para que todo el mundo entienda de qué estamos hablando 
están incluidas en los temas que se extrajeron como síntesis de esa conclusión y que inmediatamente se 
depositaron en manos del Presidente de la República. Digo esto para que estén enterados de que hay un 
trámite desde el punto de vista de las reformas en varios aspectos del actual sistema de Seguridad Social y 
que la temática de las bonificaciones podría, perfectamente, integrar una agenda de trabajo para tratar de ir 
resolviendo temas, algunos de ellos modificados durante el régimen ilegítimo y, otros, en plena democracia. 


Digo esto para que estén enterados de ese trámite y dispongan de él como insumo cuando tengan la 
oportunidad de hablar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MAY.- Como se ha recalcado y ahora el señor Diputado Blasina habló de las bonificaciones 
como carátula, no quiero que, por haberlo planteado en segundo término y en forma más breve, la 
posibilidad de crear algún sistema de aporte para los marinos que desarrollan actividad en el 
extranjero quede como algo de menor importancia. 


La verdad es que no sé si habrá coincidencia con los colegas, pero en mi caso que trabajo en el extranjero y 
voy a cumplir cincuenta y ocho años, lo que más me preocupa es no haber efectuado aportes, porque en el 
Uruguay no me voy a poder jubilar nunca, a pesar de haber trabajado muchos años en este país. 


En todo el mundo, en los países desarrollados cada vez hay más barcos mientras que en el Uruguay 
desaparecen, es por eso que quedamos solamente con la pesca. Supongo que todas las negociaciones y 
reuniones que la Comisión ha mantenido han sido con el sector de la pesca, porque es el único que ha 
sobrevivido. 


Quienes hemos tenido que emigrar a trabajar que somos varios terminamos nuestros contratos de trabajo y 
volvemos porque tenemos nuestro hogar constituido acá. Y cuando tengamos algunos años más que no está 
muy lejano y no nos quieran más por los motivos expuestos, es decir, por las altísimas primas que las 
empresas tienen que abonar para tener un capitán o un ingeniero jefe a bordo, a pesar de que somos muy 
reconocidos pasamos a ser caros y, por ende, descartables, y no vamos a tener jubilación. 


Reitero que no por haberlo planteado en segundo término y por haber sido más breve la exposición, este tema 
es menos importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro y fue excelente esa puntualización porque es un tema que no nos 
es común en la vida cotidiana pero que, indudablemente, está afectando a un número importante de 
compatriotas que están trabajando bajo otras banderas y, por lo tanto, acá no llega un peso. Es 
totalmente atendible ese punto y, realmente, escapa al común denominador de lo que nos han expuesto 
hasta ahora. Este es un planteo novedoso en esta Comisión y acusamos recibo de su importancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Con relación a este último tema debo decir que hace unos cuantos años hubo una 
entrevista de un gremio marítimo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, precisamente 
planteando este problema y otros que tenían relación con la falta de acceso a la fuente de trabajo en el 
Uruguay. Hay una cantidad de impedimentos que hacen difícil trabajar en el Uruguay. No solamente 
se trata de las irregularidades del personal embarcado sino que nuestra profesión es la única que se 
estudia en instituciones del Estado, a la cual como a ninguna otra se le cobran los títulos, el registro de 
los títulos y el registro de las habilitaciones a precios muy altos. Asimismo, se le cobra la capacitación 
posterior a la profesión, exigida por ley. Por lo tanto, es un impedimento más para poder trabajar. Hay 
mucha gente que no ha podido pagar todo eso que exige el Estado y, supuestamente, de acuerdo con lo 
que establece el artículo 7” de la Constitución, la enseñanza es gratuita. En ninguna Facultad, en 
ninguna escuela técnica los alumnos pagan por eso y, sin embargo, nosotros sí debemos pagar y mucho 
dinero. 


Volviendo al tema, debemos decir que hay mucha gente en el exterior. En aquella oportunidad, cuando se 
planteó la situación a las autoridades del Ministerio, nos dijeron: "Es muy fácil jubilarse. ¿Cuánto hace que 


usted está navegando afuera? ¿Diez años? Entonces, saque la cuenta. Si deposita US$ 10.000" por decir una 
cifra "se puede jubilar". Pero no es tan fácil. Aunque esa persona hubiera depositado los US$ 10.000, 

US$ 20.000, US$ 50.000 o US$ 100.000 que le podía exigir el BPS, después tenía que hacer un trámite que 
no se sabía si iba a llegar a buen término. Es decir, iba a depositar la plata pero no sabía si tendría retorno, 
porque no había un instrumento que amparara ese sistema, y creo que no existe. 


El Ministerio estaba planteando una solución que realmente no existía. 


SEÑOR BLASINA.- Sencillamente, no existe el sistema porque no existe la norma. En el actual sistema 
de Seguridad Social no hay ninguna norma que prevea una situación de ese tipo. 


SEÑOR GARCÍA.- Precisamente, ése es el tema que se planteaba. ¿Cómo las autoridades del 
Ministerio nos iban a decir que teníamos que hacer eso cuando no existía la norma? 


Sería muy fácil de aplicar una norma de esas características. Si leen los artículos 3* y 4*,que son muy cortitos 
y muy precisos, se darán cuenta que con aplicar eso ya es suficiente. Solamente con un débito automático de 
la persona que está en el exterior y que se vaya depositando en una cuenta del Instituto de Seguridad Social 
no se precisa más; es algo muy simple. En otros países hace décadas que han adoptado este mecanismo. 
Queremos recalcar que esto no está referido solamente al marino; le puede servir a todo uruguayo que esté 
trabajando en el exterior. 


SEÑOR MOLEDO.- Agradecemos a la Comisión que nos hayan recibido. 


La exposición del capitán ha sido más que evidente y todos lo comprenden, pero quiero recalcar por si se 
diera la eventual respuesta de autoridades, ya sea del BPS o del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
cuanto a la legítima defensa de nuestro pedido. Los riesgos de la profesión no solamente son laborales. En 
términos absolutos debe ser la única profesión en el mundo no sé cómo es el régimen que tienen los pilotos 
de aviación; cuyos trabajadores están más tiempo en tierra porque los vuelos son más cortos que está tres 
meses sin tocar puerto. Por ejemplo, la gente que va a pescar al sur o la que hace contratos con buques de 
banderas extranjeras que viajan alrededor del mundo, cumple jornadas de veinticuatro horas. Este es el único 
caso en el que la persona vive y duerme en el mismo lugar donde trabaja, sin poder salir; no hay sábados, no 
hay domingos, no hay Navidad, no hay cumpleaños; no existen. Es una razón de desgaste personal, de estrés 
y, en definitiva, podemos caracterizarlo como insalubre. Por lo tanto, creo que es importante tener en cuenta 
ese factor. Si bien parece evidente y todos lo hemos comprendido, queremos recalcar que no somos 
trabajadores comprendidos por las generales de la ley; esta es una labor especial y por eso es que merecemos 
tener un régimen especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Indudablemente, el estrés del hacinamiento en pequeñas superficies, con 
breve tiempo para desagotarse en tierra, más las inclemencias del tiempo que se padecen en el trabajo 
a bordo suma una serie de factores y somos conscientes de ello. 


La Comisión agradece a los invitados porque esta entrevista nos permitió tomar contacto con la realidad, a 
veces lejana, que uno la tiene un poco en la nebulosa y se hace carne cuando vienen los actores reales a 
dialogar con nosotros. 


(Se retira de Sala las autoridades del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante) 


——- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: " Aportación previsional 
para pequeñas obras de construcción". 


SEÑOR BLASINA.- Como podrán apreciar, este tema ingresó en la Comisión hace bastante tiempo 
pues el repartido tiene como fecha el 11 de febrero de 2007. 


Días pasado, nosotros íbamos a efectuar involucro al señor Diputado Esteban Pérez una reunión a los efectos 
de analizar con más precisión el proyecto que está a consideración de la Comisión. Esa reunión, por motivos 


que no viene al caso explicar, no se pudo llevar a cabo y, como consecuencia, solicitamos que el punto 
relativo a este proyecto pasara a integrar el orden del día de alguna de las sesiones del mes de agosto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto, accederemos con mucho gusto al planteo, como es de 
estilo. Simplemente, quería formular una consulta porque me pareció advertir puedo estar equivocado, 
en el boletín informativo del día de ayer, que se distribuye en cada sesión, que había ingresado un 
nuevo proyecto del Poder Ejecutivo relacionado con el mismo tema o con uno similar. Entonces, me 
surgió cierta confusión, porque me acordaba que estaba este y hoy, cuando vi el orden del día de la 
Comisión, no sabía si pensar en este proyecto o en el que ayer vi que había ingresado del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR BLASINA.- El planteo es muy oportuno. Efectivamente, hoy llegó a los despachos algo que 
ayer se adelantó en la información parlamentaria. Se trata de un proyecto sobre el sueldo básico 
jubilatorio de los trabajadores de la construcción, que no tiene absolutamente nada que ver con la 
iniciativa a la que hice referencia anteriormente. Justamente, con motivo del ingreso de este proyecto 
queremos plantear que también se incluya obviamente, hay que estudiarlo y, eventualmente, hacer las 
consultas respectivas lo más rápidamente posible en las primeras sesiones del mes de agosto. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que el señor Diputado Gonzalo Novales aún no ha llegado, pasamos a 
considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "María Carmen Cotón Moa". Se 
trata de una minuta de comunicación cuyos antecedentes habíamos quedado en estudiar. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Yo presenté una minuta de comunicación al respecto, que es la que 
está analizando la Comisión. En la sesión pasada solicitamos la postergación de este asunto para el día 
de hoy, entre otras cosas porque se nos distribuyó esta voluminosa documentación que no había tenido 
oportunidad de leer hasta ese momento. Ahora sí lo hice y, francamente, es una iniciativa que en este 
momento, simplemente, me encargo de ratificar. Naturalmente, la Comisión resolverá en cuanto a la 
oportunidad, justicia y relevancia del planteo. 


De estos antecedentes surge una iniciativa de un Poder Ejecutivo anterior, firmada en nombre del Ministerio 
de Educación y Cultura por el entonces Ministro Yamandú Fau. No sé qué suerte tuvo en el ámbito del Poder 
Legislativo. Obviamente, no prosperó. No sé si llegó siquiera a tratarse, pero en la medida en que no 
prosperó, seguramente fue archivado, como es de orden desde el punto de vista reglamentario. Sin embargo, 
desde mi punto de vista de aquí surgen elementos y prueba documental que abonan los méritos, la trayectoria 
y los antecedentes de esta ciudadana en cuanto a su aspiración a mi juicio razonable y legítima de acceder a 
una pensión graciable. 


De aquella Administración estoy hablando del Gobierno del doctor Julio María Sanguinetti, porque la 
iniciativa es de 1998, aparece un informe, por ejemplo, del Departamento de Actividades Escénicas del 
Ministerio de Educación y Cultura firmado por el señor Roberto Jones, que como todos sabemos es un 
hombre de la cultura, que es laudatorio en cuanto a los antecedentes artísticos de esta ciudadana. En aquel 
momento, también hubo un informe favorable del Ministerio de Economía y Finanzas en relación al 
otorgamiento de las pensiones graciables. Repito: por alguna circunstancia que no conozco, y que no surge de 
estos antecedentes, el Poder Legislativo de la época no aprobó esta iniciativa, tras lo cual la propia interesada 
inició nuevamente las gestiones ante el Ministerio de Educación y Cultura. Y en febrero de 2005, pocos días 
antes del cambio de Gobierno, de la asunción de las autoridades actuales, aparece un informe negativo del 
doctor Sica, asesor jurídico, aunque no sé qué grado de conocimiento tiene desde el punto de vista artístico y 
cultural. Puede ser que lo tenga, pero él considera en una manifestación que, por supuesto, siempre es 
subjetiva que los antecedentes de la señora no son de la suficiente relevancia como para otorgar la pensión 
graciable. Es el primer informe negativo que, por otra parte, no está demasiado fundamentado que aparece en 
este voluminoso expediente. No sé qué posición ocupa en el Ministerio este doctor Sica. Tampoco sé si sigue 
estando allí, pero no es algo que me preocupe demasiado. Por lo demás, como se trata de una materia 
opinable, el hecho de que los méritos se consideren relevantes o que una trayectoria sea suficientemente 
destacada o probada como para justificar una pensión graciable siempre es un criterio naturalmente 
discrecional del intérprete, y en el ejercicio de esa discrecionalidad la Comisión debe tomar una decisión en 


cuanto a si entiende que hay argumentos suficientes. De la misma forma, si nosotros remitimos una minuta 
de comunicación al Poder Ejecutivo, este tendrá que hacer su evaluación. 


Sin pretender presionar ni violentar a la Comisión porque, en definitiva, este es un planteo que yo formulé, 
simplemente me ratifico en función de todos estos antecedentes, que han sido muy bienvenidos. Repito que 
las condiciones estarían dadas como para solicitar al Poder Ejecutivo que enviara la correspondiente 
iniciativa pero, naturalmente, será la Comisión la que resuelva en primera instancia, la Cámara en segunda 
instancia, y el Poder Ejecutivo en última instancia. 


SEÑOR BLASINA.- En estas cuestiones relativas a planteos sobre pensiones graciables, tanto en este 
período como en el anterior, parto de la base de la buena fe. Hablando en términos cargados de 
pragmatismo debo decir que en períodos anteriores se han presentado solicitudes de pensiones 
graciables que, cuando se plantearon en el Parlamento como iniciativa de algunos de los legisladores, 
cobraron forma parlamentaria al ser consideradas como una minuta de comunicación. Por eso reitero 
que, en este caso, la presentación nuevamente de esta iniciativa parte de la buena fe. Tiene sustento 
como para que la Comisión la considere y, eventualmente, la apruebe. De cualquier manera, y esto no 
es contradictorio con lo que he dicho antes, no estaría de más saber porque si no lo hacemos nosotros, 
lo van a hacer otros si, efectivamente, esa iniciativa ingresó en el Parlamento en la fecha en la cual fue 
tramitada la minuta o sencillamente el Ministerio de Educación y Cultura o el Poder Ejecutivo de 
entonces no la envió. Valdría la pena indagar esto para tener más elementos de juicio. 


A esto agrego lo siguiente. Como ustedes saben, hace por lo menos un año y medio en esta Comisión 
consideramos y luego se aprobó en el plenario un proyecto de ley por el cual se creó una Comisión con el 
cometido de estudiar las iniciativas de pensiones graciables. Es decir que el tema ya no quedaba 
exclusivamente en el ámbito del Ministerio de Educación y Cultura, que es el que decide en última instancia 
a través del Ministro o Ministra. Hay un hecho objetivo que no se puede soslayar: hace algo más de un año 
que no vienen iniciativas de pensiones graciables. Según me comentaban, eso se debe, entre otras cosas, a 
que hay una especie de reglamentación nada que modifique la ley que estudió el doctor Sánchez y sobre la 
cual nos informaba el otro día que definió esta Comisión constituida por los Ministerios de Educación y 
Cultura, de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, junto con el Banco de Previsión Social. Se 
trata de una serie de condicionantes que tanto esta Comisión como la respectiva del Senado deben conocer. 
De manera que, sin perjuicio de adelantar nuestra posición favorable a esta minuta de comunicación que en 
caso de votarse irá al Poder Ejecutivo, creo que además tenemos que saber cuáles son las condicionantes 
actuales. Yo las conozco, pero no tengo por qué expresarlas aquí. Me parece que lo mejor es que el Ministerio 
de Educación y Cultura, y quien está a cargo y preside esa Comisión, nos informen oficialmente acerca de las 
condiciones actuales ni siquiera de las nuevas sobre las cuales ese grupo se apoya a los efectos de emitir 
juicios sobre las iniciativas de pensiones graciables. Considero que es importante conocer ese aspecto, y que 
no es contradictorio con este tema. Al contrario, están vinculados, porque efectivamente esta pensión 
graciable y la que votamos el otro día van a ingresar a estudio de esa Comisión y debemos saber antes cuáles 
son las condiciones que están establecidas para su consideración. Entonces, hago un doble planteo. Adelanto 
posición favorable y, además, pido en forma separada al Ministerio de Educación y Cultura que nos envíe 
esas disposiciones que rigen para las pensiones graciables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que me es personal, tenía una duda desde el punto de vista jurídico 
pero ya ha sido evacuada por nuestro asesor. Quiero dejar constancia de que, si bien no lo he visto en 
esta Comisión, en otros Períodos se daban pensiones graciables como arroz. Tenemos una Caja 
bastante desfinanciada, por lo que la seguridad social tuvo un problema serio, y debemos resolver cada 
caso con suma responsabilidad y estricta justicia. Parto del conocimiento que el Diputado Pablo 
Abdala tiene de la persona, que reúne las características en cuanto a la situación de carencias 
económicas, que para mí es el aspecto clave. Su trayectoria cultural no está en cuestión, es conocida, y 
si el Diputado da fe de sus carencias económicas no tengo ningún inconveniente en dejarlo aprobarlo 
hoy mismo. 


Se va a votar el proyecto de minuta de comunicación. 


(Se vota) 


——- Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Proponemos como miembro informante al señor Diputado Pablo Abdala. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Dos en tres: AFIRMATIVA. 

(Ingresa a Sala el señor Representante Novales) 


———- Pasamos a considerar el tercer punto del orden del día: "Estudiantes del medio rural". 


SEÑOR NOVALES.- Quiero hacer referencia a esta minuta de comunicación que consta de un artículo 
único, y me voy a extender un poco en la exposición de motivos. 


Creo que es un tema que nos interesa a todos los legisladores, pero fundamentalmente a quienes somos de 
campaña, del medio rural. Con mucho dolor y con mucha preocupación vemos desde hace mucho tiempo 
cómo la campaña se está despoblando. Cada vez hay menos gente, y menos gurises que van a las escuelas 
rurales. Hemos llegado al grado de que el año pasado en el departamento de Soriano se remataron dos 
escuelas rurales que estaban cerradas, a los efectos de que no se transformaran en taperas. Somos conscientes 
de que las autoridades de Primaria están haciendo un gran esfuerzo y tratando de revertir la situación. Están 
manteniendo algunas escuelas rurales con dos y tres niños, pero nos provoca mucho dolor ver que en un 
desfile o en la conmemoración de una fecha patria, por la escuelita de la Loma de Villa Soriano, por ejemplo, 
desfilan tres alumnos. 


También hemos visto con preocupación esto pertenece a otro proyecto de ley que les vaya a llegar que para 
trabajar en el campo se pide un matrimonio sin hijos, él para casero y ella para cocinera. Más que 
preocupación me causa indignación, porque una de las cosas más naturales y más grandes que puede haber es 
la conformación de una familia o de una pareja y la procreación de los hijos. Entonces, que los estemos 
condicionando a que no tengan hijos para poder darles un trabajo en campaña me parece algo lamentable y 
antinatural. ¿Qué es lo que ocurre? La vida en campaña para mucha gente es mucho más dura que en la 
ciudad. Entonces se produce la separación de la pareja. La madre y los gurises van a engrosar los cinturones 
de pobreza de las ciudades y dejan de recibir una educación en la escuela rural, rodeados de naturaleza y de 
todas las cosas buenas que les puede dar una familia con el padre y la madre, o con la madre sola o el padre 
solo en su defecto. 


Cuando el año pasado se modificó el tema de las asignaciones familiares a los efectos de que los 
beneficiarios que provinieran de un determinado contexto recibieran un apoyo económico mucho más 
importante, en forma mensual, se nos ocurrió que el tema de la asignación familiar privilegiada, por decirlo 
de alguna manera, podría ser un incentivo a que la gente mantuviera a los gurises en las escuelas rurales, en 
campaña. Se trata de que mediante un incentivo económico, que no creo que sea muy importante porque no 
son muchos gurises ojalá fueran miles, porque eso significaría que tenemos miles de alumnos en las escuelas 
rurales se pueda hacer el esfuerzo de mantener a toda la familia en el campo, y sobre todo a los gurises 
concurriendo a las escuelas. Lo extenderíamos un poco, en el sentido de que cuando sean adolescentes y 
vayan al liceo o a la UTU, teniendo que trasladarse diez kilómetros o más desde su lugar de residencia al 
centro de estudios porque no hay UTU rural salvo algunas escuelas agrarias, y no hay liceos rurales sino 
solamente escuelas rurales, también sean considerados en este beneficio del cobro más generoso de las 
asignaciones familiares. 


He escuchado algunas declaraciones del ex Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y hoy Senador, que si 
bien no se referían a este proyecto eran favorables a que mediante el tema de las asignaciones familiares se 
trate de radicar un poco más de gente en la campaña. 


Creo que es un proyecto que tiende fundamentalmente a eso. No tiene carácter político sino que tiene mucho 
que ver con lo social. En la medida en que sea posible, pienso que le estaríamos dando una gran mano a toda 
la gente que vive en el medio rural, mediante un incentivo para que se puedan quedar. Se trata de llegar a 


sensibilizar a las autoridades correspondientes, que dirán si esto es posible o no yo no lo sé, y habrá que 
reglamentarlo. Esto es nada más que la exposición de motivos de una inquietud que creo es generalizada en 
todos los orientales. Estoy a disposición por cualquier pregunta, y desde ya reitero el agradecimiento a la 
Comisión por haberme invitado y dar entrada a esta minuta de comunicación. 


SEÑOR BLASINA.- Agradezco al Diputado que haya atendido a la invitación de la Comisión, que es lo 
que solemos hacer cuando se presenta un proyecto por parte de un legislador. 


Se me ocurre hacer una pregunta inicial. ¿Ha habido alguna circunstancia en la que, presentándose ante los 
organismos correspondientes, se haya rechazado el reclamo de la asignación familiar? 


SEÑOR NOVALES.- No. 


SEÑOR BLASINA.- Pregunto esto por lo siguiente. Ahora que leí la exposición de motivos confieso que 
la había leído muy por encima el otro día y que cuento con la explicación del señor Diputado veo que la 
norma que votamos, que se inscribe dentro de una de las medidas que integran el Plan de Equidad y 
que aprobamos por unanimidad en la Cámara, no excluye de ninguna manera a los niños tal cual se 
transcribe en la exposición de motivos que cumplan determinadas condiciones, y no establece como 
condicionante de ningún tipo el lugar de residencia, las distancias respecto a los centros educativos ni 
nada que se le parezca. De manera que si se cumple con la condición de que efectivamente se vive en un 
hogar de escasos recursos, ese niño que, por otro lado, es el titular de la Asignación Familiar luego 
tendrá que presentarse obviamente, a través de los padres ante la oficina que corresponda y solicitar el 
beneficio. Solamente después de eso se accede al beneficio no se le puede llamar contraprestación 
porque, en realidad, es un beneficio para el niño y para sus padres. Debe presentar certificado de 
asistencia de escolaridad o de estudios secundarios, porque es hasta dieciocho años los discapacitados 
no tienen límite de edad, y luego, periódicamente, debe someterse a exámenes sanitarios, a los efectos 
de que el beneficio siga rigiendo. Esa es la condición que se establece. 


Además, como desde hace un tiempo en el país hay muchos hogares monoparentales ya está comprobado 
estadísticamente y aun en el caso de otro tipo de hogares, la ley establece que la primer titular que debe hacer 
los trámites, aunque el beneficiario sea el niño, es preferentemente la madre, no excluyendo al padre. Digo 
esto porque no sé si este aspecto se examinó. Si es así y yo descarto que lo que el señor Diputado está 
manifestando es lo que se expresa en la exposición de motivos, el derecho ya está consagrado. 


SEÑOR NOVALES.- Fundamentalmente, en esta modificación, en esta minuta de comunicación, el 
bien jurídico protegido es distinto. Acá lo que se protege por decirlo de alguna manera es a la escuela 
rural, y el proyecto de ley que se aprobó relativo a la modificación del sistema de Asignaciones 
Familiares habla de gurises que integren hogares en situación de vulnerabilidad socioeconómica, que 
no sería específicamente este caso. En este proyecto no estamos hablando de gurises que integren 
hogares en esa situación vulnerable porque, por ejemplo vale la pena de hablar de ejemplos, tanto el 
hijo de un capataz, que seguramente no integra un hogar en una situación vulnerable económicamente, 
como el de un mayordomo de un campo o el de un peón rural que cuenta con una determinada 
habilitación para tener unos chanchos o algunas gallinas, lo que es muy común, no van a poder 
comprobar nunca que están en una situación vulnerable económicamente. Reitero que aquí el bien 
jurídico que se protege es la escuela rural; me parece que nosotros tenemos que desalambrar un 
poquito la situación que se protege en esa ley con la que estoy de acuerdo; y esto va un poco más allá. 
Nuevamente reitero que con este proyecto estamos tratando de proteger la escuela rural y la 
despoblación de la campaña, que ese es el gran tema. 


Diría que el otro tema contemplado en esa ley tiene mucho más validez urbana, por decirlo de alguna 
manera; esto es, exclusivamente rural. 


Además, si esto no se está aplicando y si desde el punto de vista jurídico está contemplado en esta ley, no es 
efectivo porque nadie lo ha solicitado, porque nadie se ha dado cuenta y porque nadie sabe que le 
corresponde. Entonces, me parece que hay que ampliar un poquito la norma y poner la mira 
fundamentalmente en la despoblación de la campaña y en las escuelas rurales. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Pensaba transmitir la misma interpretación de la aclaración que 
acaba de formular el señor Diputado Novales. Creo entender que su propuesta me parece que ahí 
radica su justificación está, precisamente, en definir una suerte de flexibilidad en el acceso al beneficio 
de la Asignación Familiar, de acuerdo con el nuevo régimen que se creó. Hoy tenemos dos sistemas que 
coexisten: el tradicional, para todos los trabajadores, con un determinado límite no quiero decir un 
disparate, pero creo que en este momento está en 10 Bases de Prestaciones y Contribuciones 
aproximadamente, y el que instituimos a partir de la aprobación de la ley, a fines del año pasado, que 
aparece como la columna vertebral del denominado Plan de Equidad y que, precisamente, está 
orientado a aquellas familias que viven por debajo de la línea de pobreza, a partir del cumplimiento de 
ciertos mecanismos. 


Entiendo que la propuesta del señor Diputado Novales apunta a definir un nuevo límite de carácter 
económico porque algún límite habrá que poner, en función de la particular condición de estos compatriotas y 
a partir del objetivo, sin duda, de propender a proteger a la familia rural, a incentivar la erradicación de la 
gente en el campo y, además, a estimular a que los menores y aquellos que están en edad de estudiar 
concurran efectivamente al sistema educativo. Esto apunta a estimular esos aspectos para que, por la vía del 
otorgamiento de este nuevo régimen, se cumplan determinados objetivos sociales. Sin embargo, a partir de la 
aplicación fría de la ley vigente estas personas no podrían acceder, en función de que hay un límite 
plenamente justificado. Por otra parte, pretende atender a la población en condiciones de vulnerabilidad 
económica, de marginalidad y de indigencia, en la cual estas personas no se encuentran pero que, sin 
embargo, representan un interés social muy claro y muy manifiesto. 


Por lo tanto, me parece que hay espacio para legislar en esa materia. Naturalmente, estas cosas tampoco se 
arreglan con voluntarismos, pero me parece bueno, a partir de una buena idea que sin ninguna duda tiene 
correlato con la realidad, plantear el tema al Poder Ejecutivo para que lo evalúe. Naturalmente, esto tendrá 
costos y, obviamente, al Poder Ejecutivo le corresponde la iniciativa. 


Si el Poder Ejecutivo ojalá así ocurriese advierte que hay margen para proceder en esta dirección, supongo 
que igual habrá que poner algún límite porque, esto se plantea independientemente de la condición 
socioeconómica. Podrá ser el límite que hoy rige para el sistema tradicional de Asignaciones Familiares, o 
podrá ser un límite mayor, no lo sé, pero parece de sentido común que tendría que establecerse algún límite 
desde el punto de vista de los ingresos del núcleo familiar para que pudieran acceder a este beneficio. 


De acuerdo con la aclaración del señor Diputado Novales, creo que estamos ante una propuesta que tiene 
asidero y, sobre todo, correspondencia con la realidad del sector rural. No creo que esto implique definir un 
tercer sistema de Asignaciones Familiares, pero me parece bien que la legislación proteja o contemple a un 
determinado grupo humano, que se le flexibilicen las condiciones para acceder al nuevo régimen que 
notoriamente es más beneficioso que el anterior y que, además, se basa en este mismo objetivo, es decir 
como decía muy bien el Diputado Blasina que los menores concurran al sistema formal educativo porque ese 
es el objetivo que así se explicitó y por el cual nosotros votamos gustosos la ley que se aprobó a fines del año 
pasado. 


SEÑOR BLASINA.- Por cierto, no vamos a ingresar en una polémica. Confieso que cuando iba 
repasando la exposición de motivos y, al mismo tiempo, escuchando al señor Diputado Novales, no 
había reparado en ese párrafo que dice: "independientemente de su situación socioeconómica". De 
cualquier manera, creo que tendríamos que hacer una indagatoria, porque la pregunta que formulé al 
señor Diputado Novales no la hice por simple curiosidad. Fue porque, seguramente, entre esas familias 
con niños en edad escolar o liceal o, inclusive, discapacitados, hay algunas que están incluidas dentro 
de los parámetros acordados en la ley aprobada. De ahí partía la pregunta de si había habido algún 
rechazo. Es más: la aplicación concreta de la ley refiere a que a través de visitadores sociales y demás 
se verifique la situación de las familias, que puede ser que antes algunas estuvieran comprendidas en el 
Plan de Emergencia y otras no; de hecho, es lo que está sucediendo. Entonces, si hay una familia que, 
además de las limitaciones naturales, tiene un inconveniente como el del traslado que es el que figura 
aquí y que, por supuesto, es atendible y este no se soluciona, eso puede provocar la emigración de esa 
familia a un centro urbano o, por lo menos, dejar el lugar de residencia. Creo que eso es materia de 
estudio caso por caso. ¿Por qué digo todo esto? Voy a poner un ejemplo que sé que no está en la 
exposición de motivos del proyecto ni en el espíritu del señor Diputado Novales, pero no se puede hacer 
una determinación así, al barrer, porque puede haber situaciones en las que, efectivamente, se pueda 


solventar ese inconveniente del traslado de los niños tantos kilómetros para concurrir a un centro de 
estudio, que no es un problema sencillo; yo no estoy simplificando las cosas. Esas situaciones hay que 
comprobarlas "in situ'. El tema es que yo no sé acá me surge una duda; habrá que indagar si ha 
habido alguna expresión individual o grupal en cuanto a situaciones que debieron haber sido atendidas 
y no lo fueron, según marca la ley. 


Esta ley que integra el Plan de Equidad, pero también la ley anterior, que sigue vigente, establece una 
limitación como bien decía el señor Diputado Pablo Abdala no sé si ese es exactamente el límite en cuanto a 
la percepción de las Asignaciones Familiares que excede lo que pueden considerarse hogares de 
vulnerabilidad económica. Eso sigue vigente aunque con un monto inferior. 


Me parece que todo esto creo que el señor Diputado Novales estará de acuerdo merece una indagatoria, 
independientemente de que nosotros podemos presentar una minuta de comunicación. Lo que nos interesa es 
que los proyectos tengan sustento, que como Comisión podamos hacer todas las indagatorias, a efectos de 
tener la seguridad de que después cuando se remita una minuta de comunicación al Poder Ejecutivo no nos 
encontremos con lo que suele suceder, es decir, que tengamos que convocar al Ministerio para que venga a 
explicar, cuando son cosas que se puedan saber antes. | 


Por eso, yo saludo el espíritu de la iniciativa del señor Diputado Novales. Naturalmente que todo niño que 
esté en condiciones de recibir amparo, debe recibirlo; no puede haber exclusión de ninguna clase. Pero habría 
que preguntar al organismo respectivo cómo se está operando, si se ha operado en las situaciones que 
describe el señor Diputado Novales y cuáles han sido los resultados. Porque si hay una situación similar a la 
que se puede dar en una zona urbana, pero se agrega el factor traslado que no es algo sencillo tratándose de 
un traslado para cumplir con las obligaciones que estipula la ley, me imagino que es un aspecto que debería 
ser contemplado por una visitadora social. 


Además, me parece oportuno el planteo porque nos coloca casi en la obligación de saber porque ese proyecto 
de ley pasó por aquí, luego fue al plenario y se votó por unanimidad. Y es importante saber expresamente qué 
situación se está dando con esos niños que habitan en zonas rurales. Creo que el señor Diputado Novales ha 
manifestado que no tiene antecedentes sobre este tipo de indagatorias; entonces, en la Comisión, podríamos 
realizarla dejando en "stand by" la iniciativa hasta que tengamos más elementos de juicio. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Comparto la cautela que plantea el señor Diputado Blasina, es 
absolutamente de recibo, y sobre todo, la comprendo e interpreto en el caso de quienes representan al 
Poder Ejecutivo en el Parlamento o son parte de la bancada de Gobierno porque, aun desde el punto 
de vista de la oposición, también me encuentro en esa situación, ya que cuando uno tiene que tomar 
una decisión de estas características, debe contar con todos los elementos. Ha habido, además, un 
cambio cualitativo entre el Plan de Emergencia y el Plan de Equidad, en función de que el límite 
socioeconómico se elevó, precisamente a los efectos de acceder a los beneficios.. El Plan de Emergencia 
llegaba específicamente a quienes se encontraban en lo que la señora Ministra siempre denominaba 
como el último quintil de la pobreza, es decir, en situación de pobreza extrema o de marginalidad. El 
nuevo régimen de asignaciones familiares se supone va a alcanzar a un universo más amplio; por lo 
tanto, podría estar contemplando no sé si a todos pero, al menos, a una parte de los mismos 
compatriotas a los cuales se dirige la minuta del señor Diputado Novales. Precisamente por eso, tal vez 
sería bueno en función de que, como bien se ha recordado, el nuevo régimen de asignaciones familiares 
integra el Plan de Equidad y por razones de especialidad fue analizado por esta Comisión que 
pudiéramos invitar al Ministerio de Desarrollo Social no sé si a la señora Ministra Arismendi en 
particular o, en su defecto, a la Subsecretaria, Ana Olivera, quien es muy eficiente en cuanto al manejo 
de la información y al conocimiento de la competencia de la Cartera, a efectos de que se nos brinde un 
panorama de la situación de estos ciudadanos, a la luz de la propuesta del señor Diputado Novales. 
Creo que sería muy oportuno. Esto se dirige a afectar, en el buen sentido, las políticas sociales del 
Gobierno. Creo que sería oportuno que el ámbito del Gobierno correspondiente a las políticas sociales, 
que es el Ministerio de Desarrollo Social, nos diera un panorama de la minuta de comunicación, pero 
no solo del proyecto del señor Diputado Novales, sino del universo de ciudadanos a los cuales esta 
iniciativa está dirigida, es decir, en qué condición están: objetivamente, ¿tienen derecho a acceder al 
nuevo régimen de asignaciones familiares todos o una parte?, ¿lo están recibiendo? Me parece que 
sería un interesante análisis no digo debate, a los efectos de determinar, en conjunto, si eventualmente 
se justifica aprobar esta minuta. 


Me parece que, como disparador, la propuesta ha sido muy importante. Inclusive, a efectos de que esto 
tuviera continuidad, propondría, en función de lo que decía el señor Diputado Blasina, que invitáramos al 
Ministerio de Desarrollo Social a que, en alguna próxima reunión, venga a la Comisión a informarnos sobre 
esto, dándole el tiempo necesario para recabar toda la información necesaria como dato o antecedente y 
analizar esta propuesta. De esa manera, iría aterrizando el tema y le vamos a ir poniendo números, conceptos 
y datos estadísticos a este asunto, lo que puede ser muy bienvenido. 


SEÑOR NOVALES.- Lo que quisiera rescatar en esta Comisión es el espíritu de la minuta de 
comunicación, que es evitar la despoblación de la campaña y fomentar la repoblación de las escuelas 
rurales. Me parece que tenemos que quemar todas las naves para lograr este fin, ya sea mediante esta 
minuta de comunicación o lo que ustedes crean conveniente. Obviamente, no voy a insistir si les parece 
que esta sugerencia no es viable, pero quisiera recalcar esos dos fines: la repoblación de la escuela rural 
y evitar la despoblación de la campaña. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto totalmente el espíritu en cuanto a la necesidad de repoblar las 
escuelas rurales y nuestra campaña. El señor Diputado mencionó el tema de la baja natalidad; el hecho 
de no tener hijos que después no tengan trabajo. Al respecto pienso que en un medio en el que la 
codicia por la tierra productiva va avanzando cada vez más, un país semivacío es sumamente tentador 
y la importancia de la población de la campaña no solamente pasa por lo que podamos producir, sino 
que tiene que ver con una visión estratégica de sobrevivencia como nación. No soy de profundizar en 
un tema "sobre el pucho la escupida", para hablar en criollo; prefiero tomarme más tiempo para 
adoptar una resolución definitiva sobre esta minuta, pero me parecen adecuadas las sugerencias de los 
señores Diputados Pablo Abdala y Blasina en el sentido de invitar a las autoridades del Ministerio, 
poniéndolas en antecedente de esta minuta, para que nos den una opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


